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Proceso

 
             Ordinario Laboral

Demandante:


Eduardo Robledo Ochoa  
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema: IMPROCEDENCIA DE LA PENSION DE INVALIDEZ POR CONTINGENCIAS PROPIAS DE LA EDAD. Esta Sala en providencia de 13 de abril de 2007, reiterada recientemente en sentencia de 10 de diciembre de 2015 con ponencia del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones y radicada bajo el Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01, señaló que no es posible reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, pues esa calificación superior al 50% obedece realmente a contingencias propias de la edad y no a una enfermedad en específico sin consideración a esa avanzada edad, como podría inferirse del respectivo dictamen. Ello es así, por cuanto la prestación económica que cubre las contingencias derivadas por el deterioro natural del ser humano es precisamente la pensión de vejez y no la de invalidez; situación ésta contemplada en el parágrafo del artículo 4º del Decreto 917 de 1999, que al respecto prevé “Las consecuencias normales de la vejez, por sí solas, sin patología sobreagregada, no generan deficiencia para los efectos de la calificación de la invalidez en el Sistema Integral de Seguridad Social. En caso de co-existir alguna patología con dichas consecuencias se podrá incluir dentro de la calificación de acuerdo con la deficiencia, discapacidad y minusvalía correspondientes.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, veintidós de septiembre de dos mil dieciséis, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 3 de junio de 2015, dentro del proceso que promueve el señor EDUARDO ROBLEDO OCHOA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2014-00398-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Eduardo Robledo Ochoa que la justicia laboral declare que es beneficiario del principio de la condición más beneficiosa y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de invalidez a partir del 14 de noviembre de 2013, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
En su relato fáctico refiere que: El 28 de enero de 2014 fue calificado por Colpensiones con una pérdida de la capacidad laboral equivalente al 63.4% de origen común y con fecha de estructuración el 14 de noviembre de 2013; para el momento en que empezó a regir el sistema general de pensiones, tenía cotizadas más de 300 semanas al régimen de prima media con prestación definida; el 18 de febrero de 2014 solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, misma que fue negada mediante la resolución Nº GNR 150031 de 4 de mayo de 2014; por medio de sentencia de tutela de 10 de junio de 2014 el Juez Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Funciones de Conocimiento ordenó a la Administradora Colombiana de Pensiones estudiar y liquidar la pensión de invalidez a su favor dando aplicación a lo preceptuado en el Acuerdo 049 de 1990, sin que a la fecha se haya dado cumplimiento a esa providencia.
Al contestar la demanda –fls.33 a 36- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la gran mayoría de hechos, menos los relacionados con la densidad de semanas cotizadas por el actor y que no se haya dado cumplimiento a la sentencia de tutela, frente a los demás expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Genéricas”.

En sentencia de 3 de junio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Eduardo Robledo Ochoa tiene una pérdida de la capacidad laboral del 63.4% de origen común y estructurada el 14 de noviembre de 2013, y si bien no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, lo cierto es que tiene derecho que se le reconozca la pensión de invalidez, por cuanto cumple con el requisito de 300 semanas cotizadas antes del 1º de abril de 1994, cumpliendo con la densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990 en aplicación del principio de la condición más beneficiosa.
Por lo expuesto condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 14 de noviembre de 2013, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales. Igualmente condenó a la entidad accionada a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 1º de agosto de 2014.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

EL CASO CONCRETO

Para resolver el problema jurídico que se plantea en esta instancia en virtud al grado jurisdiccional de consulta que se dispuso a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, esto es, si hay lugar a reconocer a favor del señor Eduardo Robledo Ochoa la pensión de invalidez que reclama, se deben tener en cuenta los siguientes aspectos: i) Él nació el 12 de noviembre de 1945, pues de ello da fe la copia de la cédula de ciudadanía –fl.9-; ii) La Administradora Colombiana de Pensiones mediante dictamen Nº 201440532UU –fls.17 a 19- determinó que el demandante tenía una pérdida de la capacidad laboral equivalente al 63.4% de origen común y estructurada el 14 de noviembre de 2013; iii) Según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.8 a 10 del cuaderno de segunda instancia- él tiene cotizadas al sistema general de pensiones 394.58 semanas, de las cuales cero fueron efectuadas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez; iv) Mediante sentencia Nº 202 de 10 de junio de 2014 –fls.20 a 25- el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento de Pereira, tuteló los derechos fundamentales a la seguridad social, dignidad humana y mínimo vital del demandante y en consecuencia ordenó a Colpensiones estudiar y liquidar la prestación económica con base en el Acuerdo 049 de 1990, haciendo énfasis que “Si del estudio se desprende que es beneficiario de la pensión de invalidez, procederá a reconocerla de forma provisional, por un lapso de cuatro (4) meses, mientras el accionante acude a la jurisdicción ordinaria laboral, para que de forma definitiva se protejan sus derechos fundamentales…”. 

De conformidad con lo expuesto, se tiene que el demandante no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, pues dentro de los 3 años anteriores a la estructuración de la invalidez no tiene semanas cotizadas al sistema general de pensiones. Tampoco resultaría viable conceder la pensión de invalidez en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, por el tránsito normativo entre la Ley 100 de 1993 y la Ley 860 de 2003, pues el señor Robledo Ochoa no estaba activo como cotizante para el momento en que se estructuró la invalidez y no tiene cotizadas 26 semanas dentro del año anterior a dicha fecha.

Ahora bien, si fuera del caso aplicar el principio de la condición más beneficiosa buscando que se acredite la densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990, tampoco habría lugar a reconocer la pensión de invalidez solicitada, pues si bien el demandante tiene cotizadas antes del 1º de abril de 1994, 386.58 semanas al régimen de prima media con prestación definida, lo cierto es que   esta Sala en providencia de 13 de abril de 2007, reiterada en sentencia de 10 de diciembre de 2015 con ponencia del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares dentro del proceso promovido por el señor Luis Eduardo Henao en contra de Colpensiones y radicada bajo el Nº 66001-31-05-004-2014-00181-01, señaló que no es posible reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, pues esa calificación superior al 50% obedece realmente a contingencias propias de la edad y no a una enfermedad en específico sin consideración a esa avanzada edad, como podría inferirse del respectivo dictamen. Ello es así, por cuanto la prestación económica que cubre las contingencias derivadas por el deterioro natural del ser humano es precisamente la pensión de vejez y no la de invalidez; situación ésta contemplada en el parágrafo del artículo 4º del Decreto 917 de 1999, que al respecto prevé “Las consecuencias normales de la vejez, por sí solas, sin patología sobreagregada, no generan deficiencia para los efectos de la calificación de la invalidez en el Sistema Integral de Seguridad Social. En caso de co-existir alguna patología con dichas consecuencias se podrá incluir dentro de la calificación de acuerdo con la deficiencia, discapacidad y minusvalía correspondientes.”.
Bajo tales parámetros no resulta posible reconocer la pensión de invalidez que pretende el señor Eduardo Robledo Ochoa, pues para el 14 de noviembre de 2013, fecha en que se fijó la estructuración su pérdida de la capacidad laboral del 57.60% contaba exactamente con 68 año y 2 días, momento para el cual se encontraba por fuera del alcance de la cobertura de la pensión de invalidez, pues ella concluye en el instante en que se arriba a la edad mínima para acceder a la prestación por vejez, misma que, como se dijo precedentemente, cubre los riesgos con ocasión de la edad.

Es que lo que realmente procede en este tipo de eventos en los que el afiliado no cumple con la densidad de semanas para acceder a la pensión de vejez cuando llega a la edad exigida, es la indemnización sustitutiva prevista en el artículo 37 de la Ley 100 de 1993; situación ésta que concuerda con lo establecido en el artículo 9º del Acuerdo 049 de 1990, el cual indica que al asegurado que sin tener derecho a la pensión de vejez y se invalide después de alcanzar la edad para acceder a esa prestación, lo que se le debe otorgar es la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez por riesgo común, que no es otra diferente a la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.
Finalmente, resulta oportuno recordar que en sede de tutela, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Adolescentes con Funciones de Conocimiento de Pereira en sentencia de 10 de junio de 2014 –fls.20 a 25- no reconoció directamente la pensión de invalidez a favor del actor, sino que ordenó a Colpensiones realizar el estudio de la misma y que en caso de que tuviera derecho a ella, se le liquidara con base en el Acuerdo 049 de 1990 y se le reconociera de manera provisional por un periodo de cuatro meses, con el fin de que fuera la justicia laboral de manera definitiva quien definiera el derecho; situación que precisamente está aconteciendo en este proceso.
En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 3 de junio de 2015, para en su lugar declarar probada la excepción de mérito de inexistencia de la obligación propuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones y en consecuencia absolverla de las pretensiones de la demanda.

De esta manera queda resuelto el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de Colpensiones. 

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 3 de junio de 2015.

SEGUNDO. DECLARAR probada la excepción de mérito de inexistencia de la obligación demandada propuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones.

TERCERO. ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las pretensiones de la demanda.

CUARTO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
                                                                    En comisión de servicios
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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